ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – Auto que confirma rechazo de la demanda / MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA – Solicitud de indemnización por daños ocasionados con la ocupación permanente de inmueble y daños ambientales / AUSENCIA DE DEFECTO SUSTANTIVO – Adecuada aplicación normativa / CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA - En casos de ocupación permanente de un inmueble se cuentan a partir del día siguiente de ocurrida la ocupación, salvo, cuando el conocimiento del hecho fue posterior a la ocurrencia del mismo / CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA – Se configuro ya que demandante tuvo conocimiento de la presunta ocupación del predio desde el inicio de las obras municipales

Al aplicar el pronunciamiento de importancia jurídica [ Del Consejo de Estado, Sección Tercera auto de 9 de febrero de 2011 ] al caso y teniendo en cuenta otra decisión del órgano de cierre de 29 de agosto de 2016  el Tribunal Administrativo del Quindío consideró que el demandante tuvo conocimiento de la presunta ocupación de su predio desde el inicio de las obras municipales adelantadas por la escombrera en el año 2000, por lo que consideró que la demanda fue radicada por fuera de plazo de caducidad previsto para el medio de control. A lo anterior se suma que, la misma decisión de 29 de agosto de 2016 se desprende que a efectos de la contabilización de la caducidad del medio de control de reparación directa, la fecha de partida del análisis es aquella en la que se conoce el hecho dañoso por parte del interesado, de forma que la aplicación de reglas especiales de caducidad tiene cabida en los casos en los que el conocimiento del daño es posterior al acaecimiento del hecho dañino siempre que para ello existan motivos razonables y fundados para no haberlo conocido en un momento anterior. En tal sentido, considera la Sección que resulta razonable la conclusión de las autoridades acusadas respecto del acaecimiento de la caducidad del medio de control

DAÑO AMBIENTAL – Diferencias entre daño ambiental puro e impuro / DAÑO AMBIENTAL IMPURO O SUBJETIVO - Es instantáneo dado que se produce en un momento preciso y determinado / CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA – Para solicitad indemnización por daños ambientales impuros
Finalmente, en lo que respecta a la caducidad por daños ambientales que la parte actora asegura tuvieron origen en la adecuación y operación de la escombrera del municipio de Circasia – Quindío, la Sección Quinta debe acudir a lo decantado por la Sala especializada del Órgano de cierre. El Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B” en sentencia de 30 de noviembre de 2017 , al estudiar un demanda de reparación directa interpuesta por los habitantes de una comunidad afectada por la construcción de un relleno sanitario en la que se alegó que “las afectaciones generadas por la operación del relleno sanitario son unos daños remotos y sucesivos que se mantienen en el tiempo porque el medio ambiente no se recupera por mucho tiempo”, se ocupó de diferenciar el daño ambiental puro o colectivo del daño ambiental impuro o subjetivo y consideró que “mientras que este último es instantáneo o inmediato dado que se produjo en un momento preciso y determinado, el primero es continuado o de tracto sucesivo porque se prolongó en el tiempo”. (…) en criterio del Órgano de Cierre de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa los daños ambientales subjetivos son susceptibles de ser indemnizados mediante la acción de reparación directa pero a efectos del cálculo de la caducidad de la acción se debe tener plena claridad acerca de si el daño ambiental impuro fue instantáneo o sucesivo y dependiendo de ello se realiza el cómputo de la caducidad. En términos de la Sección Tercera: “Toda vez que el daño que se mantiene en el tiempo y que, por ello, adquiere carácter continuado es el generado al medio ambiente por la mala operación del relleno sanitario, el cual no es susceptible de ser indemnizado por la vía de la acción de reparación directa o de la acción de grupo desarrollada en la Ley 472 de 1998 , como sí lo es el daño que afecta los intereses patrimoniales de los demandantes, y que se verifica o produce en un momento determinado”. En línea con lo anterior, en la providencia acusada el Tribunal Administrativo de Quindío advirtió que si bien del Oficio SI-350-14-59-637 de 15 de noviembre de 2011 expedido por el Técnico Operativo de la Alcaldía de Circasia se podía desprender que el sector donde operaba la escombrera del municipio se presentaron problemas de alcantarillado, olores nauseabundos, proliferación de plagas y destrucción del cerramiento realizado por el actor en el 2008, estos eran perjuicios que se prolongaron o agravaron en el tiempo del daño generado pero no un daño continuado ni sucesivo. De esta manera, la Sección concluye que el análisis efectuado por el tribunal acusado respecto de la caducidad de los daños ambientales invocados por el actor se ajusta al criterio del Consejo de Estado, Sección Tercera y resulta razonable
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SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA

Se pronuncia la Sala sobre la acción de tutela presentada por el señor Luis Ernesto Martínez Martínez en contra del Tribunal Administrativo del Quindío y del Juzgado Primero Administrativo de Armenia. 

1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

El señor Luis Ernesto Martínez Martínez, actuando en nombre propio y con escrito presentado el 4 de febrero de 2019, interpuso acción de tutela en contra del Tribunal Administrativo del Quindío y el Juzgado Primero Oral Administrativo de Armenia autoridades judiciales que conocieron del proceso de reparación directa radicado con el número 63001-33-33-001-2018-00379, por él iniciado en contra del municipio de Circasia – Quindío. 

Lo anterior, con el fin de que le sea amparado su derecho fundamentales de acceso a la administración de justicia y los principios de buena fe, lealtad procesal y prevalencia del derecho sustantivo sobre el formal que considera vulnerados como consecuencia de la expedición de las providencias de: (i) 11 de diciembre de 2018 con la que el Juzgado Primero Administrativo Oral de Armenia rechazó la demanda por caducidad y; (ii) 31 de enero de 2019 con el que el Tribunal Administrativo del Quindío confirmó la decisión de primera instancia. 

1.2. Hechos

La solicitud de amparo se fundamentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia:

· El señor Luis Ernesto Martínez presentó demanda de reparación directa el 14 de noviembre de 2018 en contra del municipio de Circasia con el fin de que se le declarara administrativamente responsable de la “… totalidad de los daños morales y materiales, en general todos los derechos legales y constitucionales, ocasionados a LUIS ERNESTO MARTÍNEZ MARTÍNEZ (afectado), con motivo de la ocupación de una franja de terreno consistente en 148 metros cuadrados del lote, propiedad del demandante ubicado en la carrera 14 catorce número 10-68, del área urbana del municipio de Circasia departamento del Quindío, identificado con ficha catastral 63-190-01-01-00-00-104-00024-0-00-00-000 y con la matrícula inmobiliaria No. 280-130751, constante de seis punto cuatro metros de frente (6.4) mts, por treinta y nueve metros (39) mts (sic) de centro o fondo, dicho ente público municipal situó un botadero de escombros y basuras en los terrenos del mismo, particularmente en el barrio la pilastra de Circasia Quindío, entre calles 10 y 11 Carreras 14 y 15, lugar donde figura el predio ocupado.
Asimismo, solicitó que se condenara a la demandada por “… los daños ambientales causados con las obras pública que dejaron totalmente afectada, infértil e inutilizable la franja de terreno urbano, por la ocupación de mi predio como escombrera por parte de la alcaldía municipal de Circasia Quindío desde 2000…”.
· La demanda fue radicada con el número 63001-33-33-001-2018-00379 y su conocimiento en primera instancia correspondió por reparto al Juzgado Primero Administrativo Oral de Armenia que mediante auto de 11 de diciembre de 2018, rechazó la demanda por  caducidad del medio de control. 

Al efecto, expuso que el daño alegado por la parte actora obedecía a la ocupación de su inmueble por parte del municipio de Circasia, Quindío, la cual había iniciado en el año 2000 y que, en el 2008, el actor inició las acciones tendientes para conjurar ese perjuicio, por ejemplo cerró el solar de su casa. 

Por lo anterior concluyó que: 

“Así las cosas, resulta indispensable determinar si el daño antijurídico alegado por los demandantes pudo ser verificado o constatado en un momento determinado o, si por el contrario, el mismo se extendió en el tiempo o se advirtió en una etapa posterior a su hecho generador, esto debido a que según la naturaleza temporal del daño se tiene que contabilizar el término de caducidad del medio de control de reparación directa.

(…) De lo narrado en la demanda se advierte que la ocupación del inmueble empezó desde el año 2000, y según el dicho del demandante, desde ese mismo momento tuvo conocimiento del hecho. Aunado a que mediante la Resolución nro. 1084 del 8 de noviembre de 2001, se otorgó por parte de la Corporación Autónoma del Quindío (CRQ) al Municipio de Circasia una “licencia ambiental para las obras de adecuación y operación de la escombrera municipal, localizada en las carreras 14 y 15 con calles 10 y 11 de la misma localidad”, es decir, por donde se encuentra ubicado el bien del demandante.

Además, tal como lo manifiesta el demandante en los hechos, ante la ocupación de su inmueble, en el año 2008 empezó a desplegar acciones tendientes a evitar tal situación, cerrando el solar de su casa.

Entonces, siguiendo lo dicho por la jurisprudencia del Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la ocupación de un inmueble por parte del Estado no puede considerarse un daño continuado, cuyo término de caducidad se tornara indefinido por tenerse que contabilizar desde la finalización de la obra, pues ello equivaldría a desconocer el fenómeno jurídico de la caducidad, como el término perentorio que estableció el legislador para acudir a la administración de justicia por parte del interesado.

Así las cosas, como la obra desplegada por la administración que ocupó el inmueble del demandante aún no ha finalizado, para contabilizar el término de caducidad, debe recurrirse al supuesto, según el cual, dicho término empieza a correr “a partir del momento en que se consolida la afectación del predio, lo cual en este caso ocurrió aproximadamente el 11 de marzo de 2008, momento en el cual el actor realizó el cerramiento del solar de su casa en aras de conjurar la ocupación de su inmueble

Entonces, siendo así, la fecha de la presentación de la demanda, la cual se radicó el día 14 de noviembre de 2018, ya habían trascurrido más de 10 años, superando con creces el término de caducidad señalado en la norma y morigeran por la jurisprudencia…”
.

· Inconforme con la anterior decisión el actor interpuso recurso de apelación en la que alegó que para contabilizar el término de caducidad de la acción debía tenerse como punto de referencia la fecha en la que finalizó la ocupación con la obra pública, en este caso la escombrera. Agregó que el Consejo de Estado, Sección Tercera en providencia de 25 de agosto de 2005 “… ha dejado claro que el término para accionar empieza a correr a partir del día siguiente que cesó la ocupación temporal, porque en este momento se consolida el perjuicio” y que cuando la obra es permanente “… el término de caducidad para el ejercicio de la acción de reparación directa no puede quedar suspendido permanentemente, razón por la cual el mismo debe calcularse desde que la obra ha finalizado o desde que el actor conoció la finalización de la obra sin haberla podido conocer en un momento anterior”.
Asimismo, expuso que en el caso la obra pública no ha finalizado y que los daños referidos en la demanda eran de carácter ambiental, sucesivos y continuados, por lo que debía admitirse la demanda y una vez realizado el análisis probatorio determinar si era procedente o no la caducidad del medio de control. 

Indicó que el hecho dañoso también consistió en que la omisión por parte del municipio de Circasia al no remover a las personas que invadieron esos terrenos construyendo viviendas prolongadas en el tiempo. 

Al recurso de apelación se acompañó el Oficio SI-350-14-59-1960 de 30 de noviembre de 2018
 en el que el alcalde del municipio de Circasia le informa al Procurador 34 Judicial I en Asuntos Ambientales y Agrario de Armenia que “… la actividad de recepción de escombros fue suspendida desde el año 2017, realizando un cerramiento al predio mencionado al predio mencionado, con el fin de evitar que sean ingresados de manera clandestina algún tipo de residuo ordinario o en su defecto escombros, de tal manera que permita garantizar el medio ambiente sano en el sector”. 

· El Tribunal Administrativo del Quindío con auto de 31 de enero de 2019, confirmó la decisión de rechazo de la demanda por caducidad.

Como sustento de la decisión el tribunal presentó un marco conceptual sobre la caducidad de la acción de reparación directa en los casos de ocupación permanente de un inmueble. 

Sobre el punto citó in extenso al auto de importancia jurídica proferido por el Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, el 9 de febrero de 2011
 y expuso que al resolver el caso particular el órgano de cierre indicó que la ocupación permanente alegada como dañosa por los demandantes era imposición de facto de una servidumbre por las demandadas, momento a partir del cual empezaba a contar al caducidad, pues se trataba de un daño cierto y de ejecución instantánea, que se produce en un único momento claramente determinable en el tiempo. 

Asimismo, trajo a colación la sentencia de 29 de agosto de 2016
 del Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B” en que la se declaró la caducidad de la acción de reparación directa teniendo en cuenta que daño alegado fue la pérdida de posesión material del inmueble como consecuencia de la ocupación permanente de miembros del Ejército Nacional que se instalaron en el predio, momento desde el cual los propietarios dejaron de explotar el predio y siendo desde esa fecha contabilizada la caducidad.

Con sustento en lo anterior, consideró que el daño alegado por el demandante no podía tenerse como aquellos de tracto sucesivo o ejecución continuada, comoquiera que él tuvo conocimiento de la presunta ocupación de su predio desde el inicio de las obras municipales adelantadas por la escombrera y que, los impactos ambientales o demás perjuicios alegados, simplemente constituían las consecuencias del hecho dañoso, más no la causa de éste. Por lo que consideró que la demanda fue radicada por fuera de plazo de caducidad del medio de control. 

Así lo concluyó:
“… se observa de la demanda y las pruebas anexas, las obra de adecuación de la escombrera del municipio de Circasia fueron iniciadas desde antes del año 2001, pues así se constata en la Resolución No. 1084 de 2001 y lo afirma el demandante en el hecho segundo y tercero, en el cual  confianza (sic) que desde el año 2000 parte del predio objeto de la controversia ha sido convertido en escombrera. 

Para la Sala, esa afirmación es el punto de referencia para el conteo de la caducidad, en tanto, es el otorgamiento de la licencia ambiental con la cual se da entrada en funcionamiento de la escombrera municipal en el año 2001 el momento en que se restringe la propiedad al demandante, debido a que la adecuación del terreno implicaba, entre otras obras, la erradicación de todo el material vegetal y la limitación del uso del suelo a parque o similares y en ningún caso a vivienda.

…para este Tribunal no resulta razonable considerar que la obra no ha finalizado y que por tanto el término de caducidad se ha prolongado de manera indefinida en el tiempo, cuando desde el libelo petitorio es clara la circunstancia objetiva o la ocurrencia del hecho generador del daño, noción equivalente a la causa del daño, causante del perjuicio que se pide indemnizar.

De acuerdo con lo anterior, la causa del daño es enteramente objetiva, en el sentido de que no puede ser entendida como la afectación subjetiva al patrimonio de la víctima, sino como la ocurrencia de un hecho, es decir, como la cuestión fáctica correspondiente que se exterioriza y se conoce. Incurre en error en la interpretación de la norma quien ve en ella la consagración de la cesación de los daños o perjuicios, en el sentido de la aminoración del patrimonio afectado, como el punto de inicio para el término de caducidad, debido a que tal afectación se da siempre de manera continuada como resultado de un hecho generador de un daño, y solo cesa cuando se paga. En otras palabras, y para efectos de simplificar lo explicado, la distinción básica que se debe considerar es la existente entre la causa y las consecuencias, donde solo la primera será tenida en consideración para contar los dos (2) años prescritos por la norma y definir si hubo caducidad de la pretensión de reparación directa o no.

Finalmente expuso, en relación con la manifestación realizada por el demandante sobre el posible daño ocasionado por el municipio por no remover a las personas que han invadido los lotes de la escombrera, que estos hechos solo fueron manifestados en la apelación y no en la demanda por lo que no fue estudiado por el juez de primera instancia y escapaba a la competencia del Tribunal en segunda instancia. 

Esta decisión fue notificada mediante estado electrónico fijado el 1° de febrero de 2019
.

1.3. Fundamentos de la acción

A juicio del tutelante, las autoridades judiciales demandadas vulneraron sus derechos fundamentales al proferir las providencias de 11 de diciembre de 2018 y 31 de enero de 2019, mediante las cuales se rechazó la demanda de reparación directa por caducidad. 

Como sustento de la vulneración expuso que los jueces ordinarios no tuvieron en cuenta que la demanda de reparación directa tiene origen en los siguientes daños: (i) el causado por la ocupación de su inmueble con ocasión a la operación de la escombrera municipal, (ii) el medio ambiental de cara a las obras que la misma autoridad municipal ha tenido que adelantar para la adecuación y operación de dicha escombrera; (iii) el originado en la omisión por parte del municipio de Circasia al no remover a las personas que han invadido su terreno construyendo viviendas “prolongadas en el tiempo”. 
Indicó que como adjunto al recurso de apelación aportó el documento “11728 del 30/11/18 emitido por el municipio de Circasia, Quindío y allegado a la Procuraduría 34 Ambiental y Agraria de la ciudad de Armenia Quindío el 3 de diciembre de 2018 y donde expresamente hace alusión a la queja interpuesta por los hechos que dieron inicio a la reparación directa”. 

Finalmente, argumentó que las providencias censuradas se limitan a argumentar que conoció del daño desde el 2000 sin tener en cuenta que es un daño prolongado,  continuado y “ambiental que se produjo como consecuencia de la ocupación de su predio” y, que sólo dejó de producirse hasta el año 2017.  

1.4. Pretensiones:

A título de amparo se formularon las siguientes:

“… i) dejar sin efectos las providencias dictadas por el Juzgado Primero Administrativo donde rechazo la demanda y el recurso de apelación elevado ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Quindío que lo confirmó y; ii) se continúe con el referido proceso hasta que se profiera sentencia que reconozca los daños ocasionados por el municipio de Circasia Quindío”
.

1.5. Trámite de la acción 

Con auto de 6 de febrero de 2019
 el Magistrado Carlos Enrique Moreno Rubio admitió la tutela y ordenó su notificación al peticionario y, a los Magistrados del Tribunal Administrativo del Quindío y al Juez Primero Administrativo Oral de Armenia en calidad de autoridades judiciales demandadas, para que en un término de 3 días rindieran informe sobre los hechos expuestos en la solicitud de amparo.

En la misma providencia se vinculó en calidad de tercero interesado en las resultas del proceso al municipio de Circasia, Quindío. Asimismo, se requirió el expediente ordinario en calidad de préstamo. 

1.6. Contestaciones

Ordenada la notificación y surtidas las respectivas comunicaciones intervinieron:

1.6.1. Juzgado Primero Administrativo de Armenia

Con escrito presentado el 13 de febrero de 2019 la titular del Despacho judicial contestó a la tutela y señaló que se atendría a lo decidido por el juez constitucional. 

Expuso que la decisión de rechazar la demanda por caducidad en atención a la jurisprudencia del Consejo de Estado, según la cual, el término de caducidad en ocupaciones de inmuebles, no puede tornarse indefinido, de manera que, como la ocupación alegada por el demandante se produjo desde el año 2000, el despacho consideró que el término de dos (2) años debía empezar a correr desde el año 2008, fecha en la que el demandante inició las actuaciones tendientes a proteger su predio, como lo fue el cerramiento del solar.

1.6.2. Alcalde del municipio de Circasia – Quindío

Mediante memorial de 14 de febrero de 2019 sin fecha de radicación, el alcalde expuso que la acción de tutela impetrada no cumple con todos los requisitos generales y específicos de procedibilidad de este mecanismo constitucional contra providencias judiciales. Expuso que no existió ninguna actuación irregular por parte del Juzgado Primero Administrativo de Armenia ni del Tribunal Administrativo de Quindío. 

1.7. Ponencia derrotada

En Sala de Sección de 7 de marzo de 2019 el Magistrado Carlos Enrique Rubio presentó un proyecto para aprobación de la Sección, sin embargo su ponencia no obtuvo la mayoría requerida para ser aprobada. En consecuencia, mediante auto de 11 de marzo de 2019 se remitió el expediente a este Despacho para la elaboración de un nuevo proyecto de fallo. 

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer en primera instancia de la acción de tutela presentada por el señor Luis Ernesto Martínez Martínez, de conformidad con lo establecido por el artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017 y el Acuerdo 377 de 2018 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. Problema jurídico

Corresponde a la Sala determinar si conforme a los argumentos expuestos en el escrito de tutela procede la protección de los derechos fundamentales invocados por la actora en la medida en que las autoridades judiciales declararon la caducidad del medio de reparación directa sin tener en cuenta la naturaleza de los daños alegados (ocupación permanente de un predio y daño ambiental) y el documento aportado con la apelación del cual resulta claro que la operación de la escombrera con la que se ocupó su predio cesó hasta el 2017. 

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: (i) el criterio de la Sala sobre procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial, (ii) el estudio de los requisitos de procedibilidad adjetiva y; (iii) del caso concreto.

2.3. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto)

A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de reciente sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede  interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Por tanto, la Sección verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, corresponderá adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

2.4. Estudio de los requisitos de procedibilidad adjetiva 

2.4.1. La Sala precisa que no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad, toda vez que no se trata de una tutela contra decisión de tutela, pues la providencia que se censura corresponde a una decisión proferida en el marco de un proceso de reparación directa presentado por el actor en contra del municipio de Circasia – Quindío. 
2.4.2. Ahora bien, tampoco existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad en relación con el acatamiento del requisito de inmediatez, toda vez que la providencia de segunda instancia, acusada como vulneradora de derechos fundamentales, fue proferida el 31 de enero de 2019, notificada mediante estado electrónico el día 1° de febrero de 2019
 y cobró fuerza de ejecutoria el 6 de febrero de 2019 y, la solicitud de amparo constitucional se presentó el 4 de febrero de 2019, lo que para la Sala es un término razonable para el ejercicio de la acción de tutela
2.4.3. Por otra parte, en consideración a la subsidiariedad la Sala debe precisar que respecto de dos de los cargos planteados por la parte actora no puede darse por satisfecho este requisito. 

2.4.3.1. Los cargos en mención son los siguientes: (i) que las autoridades demandadas no tuvieron en cuenta que el daño sufrido también provino de la omisión por parte del municipio de Circasia al no remover a las personas que han invadido su terreno construyendo viviendas “prolongadas en el tiempo”, (ii) junto con el recurso de apelación aportó el documento “11728 del 30/11/18 emitido por el municipio de Circasia, Quindío y allegado a la Procuraduría 34 Ambiental y Agraria de la ciudad de Armenia Quindío el 3 de diciembre de 2018 y donde expresamente hace alusión a la queja interpuesta por los hechos que dieron inicio a la reparación directa”. 

Frente al punto, anticipa la Sección que la acción de tutela se torna improcedente para suplir mecanismos idóneos de defensa y/o para revivir términos, pues una interpretación contraria nos llevaría a que ésta fuera empleada como un instrumento para desplazar las competencias ordinarias, lo que de suyo desnaturalizaría esta acción que es eminentemente protectora de derechos fundamentales.

Es por ello que pretensiones de este tipo escapan al conocimiento del juez de la acción de tutela y hacen improcedente el amparo como mecanismo principal, porque existía otro medio de defensa judicial que el actor no empleó.

2.4.3.1.1. En relación con el primero de los argumentos planteados por el actor encuentra la Sala, al revisar la demanda de reparación directa, que el señor Luis Ernesto Martínez Martínez alegó que la responsabilidad del municipio de Circasia de derivaba del i) el daño causado por la ocupación de su inmueble con ocasión a la operación de la escombrera municipal, (ii) el daño medio ambiental de cara a las obras que la misma autoridad municipal ha tenido que adelantar para la adecuación y operación de dicha escombrera. Ello, sin mencionar o proponer como hecho dañino la omisión del municipio respecto de su deber de protección de la propiedad privada en relación con terceros invasores.

Por ello, el mismo Tribunal Administrativo del Quindío en auto de 31 de enero de 2019 expuso que “… en cuanto a la manifestación realizada por el demandante en el recurso la omisión del municipio de Circasia al no remover a las personas que han invadido los lotes de la escombrera, la misma no tiene soporte alguno en la demanda; razón por la cual, este argumento extraño frente a lo decidido por la Juez y la competencia del Ad quem”. 

En tal sentido, encuentra la Sala que el actor pretende que se estudie en la acción de tutela un asunto que no fue ni siquiera planteado en la demanda y que por tal motivo no fue analizado por el juez contencioso de primera instancia y escapaba a la competencia de la autoridad judicial de segunda. 

2.4.3.1.2. Ahora bien en lo relativo a la prueba aportada junto con el escrito de apelación considera la Sección que tampoco se satisface el requisito adjetivo de procedibilidad, toda vez que de conformidad con las normas que regulan el trámite ordinario, aplicable al proceso de reparación directa, la oportunidad probatoria del demandante es la presentación de la demanda, tal como lo indica el artículo 162 numeral 5 del CPACA
. 

En relación con las oportunidades probatorias el artículo 212 ejusdem señala:

“ARTÍCULO 212. OPORTUNIDADES PROBATORIAS. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados en este Código.

En primera instancia, son oportunidades para aportar o solicitar la práctica de pruebas: la demanda y su contestación; la reforma de la misma y su respuesta; la demanda de reconvención y su contestación; las excepciones y la oposición a las mismas; y los incidentes y su respuesta, en este último evento circunscritas a la cuestión planteada”. 

De la lectura de la norma en cita se extrae con claridad que en la primera etapa del proceso o de trámite de la demanda la parte actora tiene la posibilidad de pedir pruebas y aportar todas aquellas que tenga en su poder en la demanda. De forma que si el señor Luis Ernesto Martínez Martínez pretendía hacer una prueba que no se encontraba en su poder debió solicitarla en la demanda indicando su pertinencia y conducencia. 

De esta manera, cuando el ordenamiento prevé la posibilidad relativa a que el juez rechace la demanda cuando ha operado la caducidad le otorga esta facultad al operador judicial quién debe verificar con sustento en los elementos probatorios aportados con la demanda si ha vencido el plazo previsto para presentar el medio de control, salvo que el asunto mismo de la caducidad sea un elemento de duda propuesto como tal por la parte demandante y frente al fuese necesario realizar un actividad probatoria.  

2.4.3.2.  En relación con los demás cargos planteados en la tutela por el actor corresponde a la Sala abordar su estudio, porque la parte accionante no cuenta con otro medio de defensa judicial distinto a la tutela para conjurar la eventual transgresión que las aludidas decisiones pudieran irrogarle a sus derechos fundamentales.

Esto teniendo en cuenta que en contra del auto que resolvió la apelación contra la decisión de rechazar la demanda por caducidad no procede ningún recurso de conformidad con lo dispuesto por el artículo 244 numeral 4° del CPACA, que los cargos alegados por los peticionarios no encuadran en las causales de procedencia del recurso extraordinario de revisión
 y que en contra de los autos no procede el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia.
Superado lo anterior, corresponde a la Sección analizar los cargos propuestos en la tutela por la parte actora frente a los que se superó el requisito de subsidiariedad.

2.5. Caso concreto
2.5.1. En el sub lite, la parte actora aseguró que las autoridades judiciales demandadas vulneraron sus derechos fundamentales al proferir las providencias de 11 de diciembre de 2018 y 31 de enero de 2019, mediante las cuales se rechazó la demanda de reparación directa por caducidad. 

Como sustento de la vulneración expuso que los jueces ordinarios no tuvieron en cuenta que la demanda de reparación directa tiene origen en los siguientes daños: (i) el causado por la ocupación de su inmueble con ocasión a la operación de la escombrera municipal, (ii) el medio ambiental de cara a las obras que la misma autoridad municipal ha tenido que adelantar para la adecuación y operación de dicha escombrera.  
Finalmente, argumentó que las providencias censuradas se limitan a argumentar que conoció del daño desde el 2000 sin tener en cuenta que es un daño prolongado,  continuado y “ambiental que se produjo como consecuencia de la ocupación de su predio” y, que sólo dejó de producirse hasta el año 2017.  

2.5.2. Corresponde a la Sección Quinta del Consejo de Estado, examinar si en el caso de la referencia se configuró la vulneración de los derechos invocados por la parte actora, frente a lo cual se advierte que si bien en el escrito de tutela no adujo la existencia de algún defecto en particular, de sus alegatos se desprende que, a su juicio, en el caso se configuró un defecto sustantivo por indebida aplicación de la norma que regula la caducidad de la acción de reparación directa la cual debe ser aplicada al caso teniendo en cuenta la naturaleza de los daños que se plantearon en la demanda. 

Anuncia la Sala que negará el amparo solicitado por encontrar razonables los argumentos expuestos por las autoridades judiciales acusadas al momento de declarar la caducidad de la acción de reparación directa. Tal como pasa a explicarse:

2.5.2.1. El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en el artículo 164 prevé:

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:
(…)

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad:

(…)

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 

2.5.2.1.1. Ahora bien, cuando se trata computar el término de caducidad de la acción de reparación directa en casos de ocupación permanente de un inmueble el Consejo de Estado, Sección  Tercera expuso en el auto de importancia jurídica de 9 de febrero de 2011
, providencia que citó el Tribunal acusado y aplicó a efectos de considerar que en el caso operó la caducidad de la demanda, lo siguiente:

“3. El cómputo del término de caducidad de la acción de reparación directa en los casos de ocupación permanente de un inmueble

27. El numeral 8º del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo establece que la acción de reparación directa caduca al vencimiento del plazo de 2 años, los cuales se cuentan a partir del día siguiente de ocurrida la ocupación
 temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquier otra causa, que es el caso que ahora concita la atención de la Sala 

28. La aplicación de dicha regla general se exceptúa cuando el conocimiento del hecho sólo fue posible en un momento posterior a la ocurrencia del mismo, siempre y cuando que se observe que el interesado no pudo conocer el hecho dañoso en un momento anterior.

29. En dichas situaciones el término de caducidad se cuenta a partir de que el interesado tiene conocimiento del daño cuya indemnización pretende
, o desde la cesación del mismo cuando el daño es de tracto sucesivo o causación continuada
.

30. La jurisprudencia de la Sala distingue dos supuestos, en lo que tiene que ver con la ocupación temporal o permanente de inmuebles: 

31. (i) En los eventos en que la ocupación ocurre con ocasión de la realización de una obra pública con vocación de permanencia, el término de caducidad para ejercicio de la acción de reparación directa no puede quedar suspendido permanentemente, razón por la cual el mismo debe calcularse desde que la obra ha finalizado, o desde que el actor conoció la finalización de la obra sin haberla podido conocer en un momento anterior. En la sentencia del 10 de junio de 2009 se dijo al respecto:

En los asuntos relativos a la ocupación de un inmueble por trabajos públicos, la jurisprudencia ha reiterado, en varias oportunidades […], que el término de caducidad se cuenta a partir de la fecha en que cesó la ocupación del bien, como quiera que la pretensión del afectado es reclamar los perjuicios que se dieron durante el lapso que permaneció ocupado el terreno y éstos sólo pueden determinarse, cuando aquella haya cesado.

(…)

Como quiera que el acta de iniciación del contrato no fue aportada al expediente y de las actas de reunión no se puede establecer claramente cuándo se dio por terminado aquél, en el presente caso no se declarará la caducidad de la acción toda vez que al no existir claridad sobre la fecha exacta de finalización de la obra, se entiende que no ha corrido el término legal de 2 años para presentar la demanda de reparación directa por ocupación de inmueble por trabajos públicos.

32. Por otra parte, (ii) cuando la ocupación ocurre “por cualquier otra causa”, el término de caducidad empieza a correr desde que ocurre el hecho dañoso, que se entiende consumado cuando cesa la ocupación del inmueble, siempre que la misma sea temporal, o, en casos especiales, se computa desde cuando el afectado ha tenido conocimiento de la ocupación del bien en forma posterior a la cesación de la misma:
Así las cosas, en tratándose de ocupación temporal o permanente de inmuebles el inicio del término para intentar la acción de reparación directa coincide con el de la ejecución del hecho, omisión u operación administrativa, ocupación temporal o permanente del inmueble, es decir, desde cuando cesó la ocupación temporal, o desde cuando se terminó la obra en relación con la ocupación permanente, y sólo en eventos muy especiales, como aquellos en los cuales la producción o manifestación del daño no coincide con el acaecimiento de la actuación que les da origen, la Sala ha considerado que el término para accionar no debe empezar a contarse desde cuando se produjo la actuación causante del daño sino desde que el afectado tuvo conocimiento del mismo, de acuerdo con las circunstancias concretas del caso.

33. Frente a estos supuestos la Sala aclara, como lo ha hecho en otras oportunidades, que el término de caducidad opera por ministerio de la ley, y no puede depender de la voluntad de los interesados para ejercer las acciones sometidas a dicho término
, razón por la cual, en los casos en que el conocimiento del hecho dañoso por parte del interesado es posterior a su acaecimiento, debe revisarse en cada situación que el interesado tenga motivos razonablemente fundados para no haber conocido el hecho en un momento anterior pues, si no existen tales motivos, no hay lugar a aplicación de los criterios que ha establecido la sala para el cómputo del término de caducidad en casos especiales.

34. Por otra parte, esta corporación ha tenido oportunidad de definir la ocupación permanente o definitiva de bienes inmuebles en los siguientes términos:

La ocupación permanente o definitiva por obras públicas es un hecho dañoso reconocido por la jurisprudencia del Consejo de Estado, como fuente de indemnización de la persona que ha visto afectados sus derechos de propiedad, posesión, uso, usufructo o habitación, y está prevista legalmente como una de las causas por las que el afectado puede reclamar directamente la reparación del daño, como lo dispone el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo.

35. Así las cosas, cualquier ocupación del predio que tenga la virtud suficiente para limitar las atribuciones del titular del derecho de dominio sobre el bien inmueble, y que además tenga vocación de permanencia en el tiempo aun cuando no se busque la realización de una obra por parte de la administración, debe considerarse como ocupación permanente en los términos del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, y merece ser reparada en los términos del artículo 90 de la Constitución Política, pero con las limitaciones que para el ejercicio de la acción indemnizatoria establece el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo”.

Al aplicar el pronunciamiento de importancia jurídica al caso y teniendo en cuenta otra decisión del órgano de cierre de 29 de agosto de 2016
 el Tribunal Administrativo del Quindío consideró que el demandante tuvo conocimiento de la presunta ocupación de su predio desde el inicio de las obras municipales adelantadas por la escombrera en el año 2000, por lo que consideró que la demanda fue radicada por fuera de plazo de caducidad previsto para el medio de control. 
A lo anterior se suma que, la misma decisión de 29 de agosto de 2016 se desprende que a efectos de la contabilización de la caducidad del medio de control de reparación directa, la fecha de partida del análisis es aquella en la que se conoce el hecho dañoso por parte del interesado, de forma que la aplicación de reglas especiales de caducidad tiene cabida en los casos en los que el conocimiento del daño es posterior al acaecimiento del hecho dañino siempre que para ello existan motivos razonables y fundados para no haberlo conocido en un momento anterior. 

En tal sentido, considera la Sección que resulta razonable la conclusión de las autoridades acusadas respecto del acaecimiento de la caducidad del medio de control. 

2.5.2.1.2. Finalmente, en lo que respecta a la caducidad por daños ambientales que la parte actora asegura tuvieron origen en la adecuación y operación de la escombrera del municipio de Circasia – Quindío, la Sección Quinta debe acudir a lo decantado por la Sala especializada del Órgano de cierre.

El Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B” en sentencia de 30 de noviembre de 2017
, al estudiar un demanda de reparación directa interpuesta por los habitantes de una comunidad afectada por la construcción de un relleno sanitario en la que se alegó que “las afectaciones generadas por la operación del relleno sanitario son unos daños remotos y sucesivos que se mantienen en el tiempo porque el medio ambiente no se recupera por mucho tiempo”, se ocupó de diferenciar el daño ambiental puro o colectivo del daño ambiental impuro o subjetivo y consideró que “mientras que este último es instantáneo o inmediato dado que se produjo en un momento preciso y determinado, el primero es continuado o de tracto sucesivo porque se prolongó en el tiempo”.
Expuso frente al asunto: 

“12.1. Esta diferenciación entre los daños que se infligen al ambiente –daño ambiental puro- y los que se ocasionan a los particulares –daño ambiental impuro- ha sido recientemente distinguida por la Corte Suprema de Justicia en los siguientes términos: 

Daño ambiental sólo es el inferido a los bienes ambientales y, por tanto, al ambiente, o sea, a un derecho, colectivo, valor o interés público, cuyo titular exclusivo es la colectividad, y cuya reparación versa sobre éste, sin mirar al interés individual sino al de toda la comunidad, así en forma indirecta afecte a cada uno de sus integrantes.

Contrario sensu, cuando el daño ambiental, ocasiona también un daño a intereses singulares, particulares y concretos de un sujeto determinado o determinable, el menoscabo atañe y afecta estos derechos, a su titular y su reparación versa sobre los mismos, o sea, mira al interés particular y no colectivo. En este supuesto, no se trata de daño ambiental, sino del detrimento de otros derechos, es decir, la conducta a más de quebrantar bienes ambientales, lesiona la esfera jurídica individual de una persona o grupo de personas, ya determinadas, ora determinables.

12.2. Así las cosas, el daño ambiental puro es cualquier alteración, degradación, deterioro, modificación o destrucción del ambiente (agua, aire, flora), causados por cualquier actividad u omisión, que supera los niveles permitidos y la capacidad de asimilación y transformación de los bienes, recursos, paisajes y ecosistema, afectando en suma el entorno del ser humano; mientras que el daño ambiental impuro se define como la consecuencia de la afectación ambiental que repercute en el entorno de los seres humanos, y supera los límites de asimilación y de nocividad que pueda soportar cada uno de estos. 

12.5. Por tal razón, cuando se trata de un daño ambiental puro sin pretensiones indemnizatorias, que pone en cuestión los derechos colectivos, la acción popular es la vía procesal idónea para su protección, mientras que en lo relativo a los daños ambientales impuros, daños que se suscitan como consecuencia de las repercusiones de las lesiones ambientales, la acción de grupo y la ordinaria de reparación directa (medio de control de conformidad con el art. 140 de la Ley 1437 de 2011) son los mecanismos procesales idóneos para que un individuo o un sujeto colectivo los ejercite en aras de instaurar sus pretensiones de indemnización

En estos términos, el daño que se mantiene en el tiempo y que, por ello, adquiere carácter continuado es el generado al medio ambiente por la mala operación de la administración, el cual no es susceptible de ser indemnizado por la vía de la acción de reparación directa o de la acción de grupo desarrollada en la Ley 472 de 1998, como sí lo es el daño que afecta los intereses patrimoniales de los demandantes, y que se verifica o produce en un momento determinado. 

Distinto es que existan daños impuros sucesivos, causados en fechas o momentos diferentes por la misma acción contaminante que se atribuye a las entidades aquí demandadas, respecto de los cuales puede no haber operado el término de caducidad, pues éste debe contarse de forma independiente para cada uno de ellos”.

De lo anterior se extrae que en criterio del Órgano de Cierre de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa los daños ambientales subjetivos son susceptibles de ser indemnizados mediante la acción de reparación directa pero a efectos del cálculo de la caducidad de la acción se debe tener plena claridad acerca de si el daño ambiental puro fue instantáneo o sucesivo y dependiendo de ello se realiza el cómputo de la caducidad. 

En términos de la Sección Tercera: “Toda vez que el daño que se mantiene en el tiempo y que, por ello, adquiere carácter continuado es el generado al medio ambiente por la mala operación del relleno sanitario, el cual no es susceptible de ser indemnizado por la vía de la acción de reparación directa o de la acción de grupo desarrollada en la Ley 472 de 1998
, como sí lo es  el daño que afecta los intereses patrimoniales de los demandantes, y que se verifica o produce en un momento determinado”.
En línea con lo anterior, en la providencia acusada el Tribunal Administrativo de Quindío advirtió que si bien del Oficio SI-350-14-59-637 de 15 de noviembre de 2011 expedido por el Técnico Operativo de la Alcaldía de Circasia se podía desprender que el sector donde operaba la escombrera del municipio se presentaron problemas de alcantarillado, olores nauseabundos, proliferación de plagas y destrucción del cerramiento realizado por el actor en el 2008, estos eran perjuicios que se prolongaron o agravaron en el tiempo del daño generado pero no un daño continuado ni sucesivo. 

De esta manera, la Sección concluye que el análisis efectuado por el tribunal acusado respecto de la caducidad de los daños ambientales invocados por el actor se ajusta al criterio del Consejo de Estado, Sección Tercera y resulta razonable. 

2.6. Conclusión    

En consideración a lo expuesto, la Sala declarará improcedencia de la acción de tutela en relación con los argumentos relativos a que (i) las autoridades demandadas no tuvieron en cuenta que daño sufrido también provino de la omisión por parte del municipio de Circasia al no remover a las personas que han invadido su terreno construyendo viviendas “prolongadas en el tiempo”,  (ii) junto con el recurso de apelación aportó el documento “11728 del 30/11/18 emitido por el municipio de Circasia, Quindío y allegado a la Procuraduría 34 Ambiental y Agraria de la ciudad de Armenia Quindío el 3 de diciembre de 2018 y donde expresamente hace alusión a la queja interpuesta por los hechos que dieron inicio a la reparación directa”, pues, como se explicó, frente a estos cargos no se superó el requisito de subsidiariedad. 

Asimismo, se negará el amparo respecto de los demás cargos propuestos por el actor por considerar que la argumentación presentada por las autoridades judiciales para declarar la caducidad del medio de control resulta razonable y no comporta una afectación a los derechos fundamentales invocados por el señor Luis Ernesto Martínez Martínez en el escrito de tutela. 
3. DECISIÓN
Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:
PRIMERO: DECLARAR la improcedencia de la acción de tutela, por incumplimiento del requisito de subsidiariedad, respecto de los argumentos relativos a que (i) las autoridades demandadas no tuvieron en cuenta que el daño sufrido también provino de la omisión por parte del municipio de Circasia al no remover a las personas que han invadido su terreno construyendo viviendas “prolongadas en el tiempo” y (ii) junto con el recurso de apelación el actor aportó el documento “11728 del 30/11/18 emitido por el municipio de Circasia, Quindío y allegado a la Procuraduría 34 Ambiental y Agraria de la ciudad de Armenia Quindío el 3 de diciembre de 2018 y donde expresamente hace alusión a la queja interpuesta por los hechos que dieron inicio a la reparación directa”, de conformidad con lo expuesto parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: NEGAR la solicitud de amparo constitucional respecto de los demás cargos propuestos en la tutela presentada por el señor Luis Ernesto Martínez Martínez, de acuerdo con las consideraciones expuestas en la presente sentencia. 
TERCERO: NOTIFICAR a las partes y los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: Si no fuere impugnada esta decisión dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, al día siguiente a su ejecutoria, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

La presente decisión se discutió y aprobó en sesión de la fecha.

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Magistrada

ALBERTO YEPES BARREIRO

Magistrado
� Folios 44 y 45 el expediente ordinario. 


� Folio 60 del expediente ordinario. 


� Consejo de Estado. Sala Plena de la Sección Tercera. Auto de 9 de febrero de 2011.  Importancia Jurídica. Magistrado ponente: Danilo Rojas Betancourth. Radicación número: 54001-23-31-000-2008-00301-01(38271). Actor: Pablo Carvajalino Lázaro y otros. Demandado: Empresa Electrificadora de Santander y otros.


� Consejo de Estado, Sección Tercera,  Subsección “B”. Sentencia de 29 de agosto de 2016. Radicación número 25000-23-326-000-2013-01405-01 (51797).  Demandante: Nelson Navarrete y otros. Demandado: Nación, Ministerio de Defensa – Ejercito Nacional y municipio de Yopal. 


� Folio 72 del expediente ordinario. 


� Folios 1 del expediente de tutela. 


� Folio 10 el expediente de tutela. 


� Sobre el particular, el Magistrado Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Magistrada Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Magistrada Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Magistrada Ponente: María Elizabeth García González.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Magistrado Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� Folios 72 del expediente ordinario. 


� CPACA. “ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá dirigirse a quien sea competente y contendrá:


1. La designación de las partes y de sus representantes.


2. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo Código para la acumulación de pretensiones.


3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, debidamente determinados, clasificados y numerados.


4. Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de su violación.


5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo caso, este deberá aportar todas las documentales que se encuentren en su poder”. 


� Frente al punto debe mencionarse que si bien el artículo 248 del CPACA refiere que el recurso extraordinario de revisión procede contra sentencias, en criterio de esta Sala (11001-03-28-000-2017-00013-00) y de la Sala Especial de decisión 8 (11001-03-15-000-2016-00091-00), tal recurso también procede contra autos que ponen fin al proceso y hacen tránsito a cosa juzgada.


� Consejo de Estado. Sala Plena de la Sección Tercera. Auto de 9 de febrero de 2011.  Importancia Jurídica. Magistrado ponente: Danilo Rojas Betancourth. Radicación número: 54001-23-31-000-2008-00301-01(38271). Actor: Pablo Carvajalino Lázaro y otros. Demandado: Empresa Electrificadora de Santander y otros.


� En este punto es pertinente aclarar que el vocablo “ocupación” a que se refiere el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, no es sinónimo de la “ocupación” como modo de adquirir el dominio a que se refieren los artículos 685 y siguientes del Código Civil, pues dicho modo no es predicable de los bienes inmuebles. De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española el verbo “ocupar” significa “tomar posesión o apoderarse de un territorio, de un lugar, de un edificio, etc, invadiéndolo o instalándose en él”, o bien significa “llenar un espacio o lugar”. 


� Ver sentencia del 7 de mayo de 1998, proferida dentro del proceso radicado No. 14.297, promovido por William Alberto Londoño contra el Instituto de Seguro Social. Los criterios contenidos en la citada providencia, han sido reiterados en los siguientes pronunciamientos: sentencia del 11 de mayo de 2000, M. P.: María Helena Giraldo Gómez, expediente No. 12.200; auto del 5 de octubre de 2000,M. P.: María Helena Giraldo Gómez, expediente No. 18.208; auto del 10 de noviembre de 2000, M. P.: María Helena Giraldo Gómez, expediente No. 18.805; sentencia del 29 de enero de 2004, M. P.: Alier Eduardo Hernández Enríquez, expediente No. 18.273; auto de 25 de marzo de 2004, M. P.: Ramiro Saavedra Becerra, expediente No. 24.647; auto del 22 de marzo de 2007, M. P.: Alier Eduardo Hernández Henríquez, expediente No. 32.935, entre otros.


� En lo que tiene que ver con los daños de tracto sucesivo o ejecución continuada véase sentencia del 18 de octubre de 2007, M. P.: Enrique Gil Botero, radicación No. 2001-00029-01 (AG), en la cual se distingue el daño instantáneo del de tracto sucesivo, y se establecen reglas para el cómputo del término de caducidad para cada caso.


� Sentencia del 10 de junio de 2009, expediente: 22461, demandante: Sociedad de Comercio Jaramillo Fonnegra y Cía, M.P.: Enrique Gil Botero. En dicha sentencia se citan otras proferidas por ésta Sala, a saber: 28 de enero de 1994, expediente 8610; 2 de noviembre de 2000, expediente 18.086; y 17 de febrero de 2005, expediente 28.360. También puede consultarse el auto del 25 de agosto de 2005, M.P. Ruth Stella Correa Palacio, expediente 26721. Allí se dijo: “Entratándose de ocupación temporal o permanente de inmuebles, el término para accionar, empieza a correr a partir del día siguiente a su ocurrencia, es decir desde cuando cesó la ocupación temporal porque en ese momento se consolida el perjuicio, o desde cuando se termine la obra en relación con la ocupación permanente.” 


� Sentencia del 7 de mayo de 2008, expediente 16.922, demandante: Sociedad Preycosanter Ltda., M.P.: Ruth Stella Correa.


� Ver, entre otras, la sentencia del 24 de abril de 2008. M. P.: Myriam Guerrero de Escobar. Radicación No. 16.699. Actor: Gilberto Torres Bahamón.


� Auto del 9 de abril de 2008, M.P. Ramiro Saavedra Becerra, expediente No. 03756.


� Consejo de Estado, Sección Tercera,  Subsección “B”. Sentencia de 29 de agosto de 2016. Radicación número 25000-23-326-000-2013-01405-01 (51797).  Demandante: Nelson Navarrete y otros. Demandado: Nación, Ministerio de Defensa – Ejercito Nacional y municipio de Yopal. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B”. Sentencia de 30 de noviembre de 2017. M.P. Danilo Rojas Betancourth. Actor: Habitantes de la Vereda Las Nubes. Demandado: Distrito Especial, Industrial, Marítimo y Portuario de Barranquilla.  


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 29 de agosto de 2014, exp. 30541 y de 2 de mayo de 2016, exp. 36357, ambas con ponencia del suscrito magistrado. 





